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			PRESENTACIÓN

			En numerosas ocasiones ha sido puesto de relieve que la organización territorial establecida en la Constitución española de 1978 exigía, para evitar una duplicidad en el ejercicio del poder, el necesario proceso de racionalización y distribución del poder entre los distintos entes llamados a ejercer el mismo en las distintas instancias territoriales; distribución del poder que, según expreso deseo del legislador constituyente, debía de ser presidido por los principios de descentralización y de desconcentración. La razón era bien simple: evitar que sólo se cambiase la titularidad de éste, el sujeto detentador del poder, sin que, de forma simultánea, se variase la modalidad de su ejercicio.

			En ese objetivo el nivel territorial local tiene un lugar propio, si bien es discutible que nuestro sistema institucional local tenga los herrajes e instrumentos necesarios para enfrentarse a esa importante función. La discusión sobre la viabilidad de la planta local española no es nueva, bien es verdad que ha sido la crisis económica, a partir de 2008, quien ha espoleado ese debate que en realidad hunde sus raíces en el propio surgimiento del moderno régimen local español y que ha tenido su expresión en prácticamente todo el ámbito europeo con distintas estrategias y enfoques.

			Es a esta parte del sector público territorial tan rico, variado y, a la vez, complejo al que se dedica este material docente para el estudio en el grado del Derecho Local.

			1. EL CONTEXTO EN QUE NACEN ESTAS LECCIONES

			La vigente Constitución de 1978 no realiza una ordenación acabada de la Administración Local, dedicando a ésta una atención notoriamente inferior que a las Comunidades Autónomas. Y ello a pesar de reconocer su papel decisivo en la configuración territorial del Estado. De esta exigua regulación destaca, sin lugar a dudas, el reconocimiento constitucional de la autonomía local, principio que se ha configurado como arco de bóveda de todo el sistema de régimen local en la Constitución.

			En definitiva, y nos referimos a los primeros años de nuestra andadura constitucional, el ambiente de indefinición de la autonomía local dio lugar al desarrollo de una dinámica de autodefinición por los entes locales de su posición y papel propios en ese Estado en reestructuración.

			Todas estas causas provocaron que cuando la LRBRL, en el año 1985, abordara con retraso estas cuestiones tropezó, no solo con las dificultades que derivan de la exigua regulación constitucional, sino también de la configuración de un modelo propio ante la falta de respuesta del legislador. Por todas estas razones, y por las propias características de la LRBRL, no ha sido esta norma el punto final del proceso de ordenación de las entidades locales. A la insuficiencia de la Ley para, por sí sola, prefigurar completamente el régimen local se añaden las peculiaridades propias del período 1978/1985 y la subsistencia, en este último año, todavía, de lagunas o ambigüedades en el modelo territorial del Estado.

			Pero, incluso, tras esta primera etapa, el desarrollo competencial, el espacio de actuación de los entes locales, no ha sido definido y completado de la forma más feliz y la cultura política del Estado y las Comunidades Autónomas no han logrado conciliar las competencias bifrontes de estos dos niveles de gobierno. Los Estatutos de Autonomía de segunda generación, y el tratamiento que los mismos realizan del régimen local, muestran bien a las claras esta falta de sintonía.

			En este contexto diversas leyes estatales han procedido, en distintos períodos, a modificar esa regulación de mediados de los ochenta, pero sin duda ha sido la más reciente, la Ley de Racionalización y Sostenibilidad de la Administración Local de 2013, la que mayor incidencia ha tenido en el modelo actualmente vigente definido en un ambiente de restricciones presupuestarias y consiguientemente de reducción y minoración de la autonomía local restringiendo el espacio competencial local. Bien es cierto que, como en esta tercera edición se recoge, muchas de las medidas de dicha norma, sobre todo en lo que se refiere al aspecto competencial, han sido desactivadas por las declaraciones de nulidad o de interpretación conforme a la Constitución que han acontecido en la jurisprudencia constitucional dictada a propósito de ésta.

			En cualquier caso, puede decirse a día de hoy que el resultado final de ese proceso fue un texto definitivamente aprobado antes de finalizar 2013, como se ha dicho desactivado en gran medida por el Tribunal Constitucional, que en la práctica ha tenido un impacto menor, y que no ha abordado los graves problemas pendientes que aquejan al mundo local.

			En el momento en que se preparan estas Lecciones nos enfrentamos, al parecer, a un nuevo cambio de ciclo, todavía no plasmado legislativamente, aunque existen importantes proyectos de reforma en elaboración que parece que se caracterizarán, si finalmente ve la luz los proyectos normativos en marcha, por, al menos, dos notas: por un lado, la reversión de distintas reformas en materia competencial realizadas por la LRSAL que, además y tras la jurisprudencia constitucional dictada, ha quedado ciertamente deformada y desnaturalizada; pero, en segundo lugar, por la introducción de mayor variedad y diversidad de soluciones al mundo local, especialmente de los pequeños municipios como parte de la estrategia frente a los retos demográficos, y a un mejor tratamiento de la supramunicipalidad.

			Desentrañar y explicar este modelo finalmente resultante y su funcionamiento y singularidad respecto de otros niveles de gobierno, sin renunciar a ofrecer alternativas a la regulación establecida, es el objetivo de las lecciones que se presentan.

			2. EL ESTUDIO DEL DERECHO LOCAL EN EL GRADO Y LOS OBJETIVOS DE LAS PRESENTES LECCIONES

			En ese contexto, el debate sobre la estructura y articulación de nuestro régimen local es, en realidad, una más de las asignaturas pendientes de nuestro sistema constitucional en lo que se refiere a la organización territorial del Estado. Pero no subestimemos este asunto. Que sea una más no quiere decir que de la correcta articulación de esta pieza basal del sistema de Administraciones Públicas no se desprenda el adecuado funcionamiento del sistema democrático.

			Es por ello que el estudio del Derecho Local en el grado de Derecho se torna como una variable necesaria para la formación de los alumnos universitarios que tiendan a especializarse en el Derecho Público, al tratarse de un nivel territorial con enorme incidencia en aquella parte del sistema democrático que afecta muy directamente a las personas y al conjunto de sus derechos e intereses. Y es que el papel que las entidades locales juegan en la comunidad local donde se desarrolla nuestra existencia, no solo se limita, que ya sería suficiente, a constituir la más fuente y firme defensa de la democracia de un país al constituir el cauce de participación más próximo y vital de la ciudadanía, sino que su implicación en la resolución de los problemas esenciales de la ciudadanía (salud, higiene, vivienda, transporte, seguridad pública, asistencia social, educación, deporte, cultura, ocio, etc.), también corresponde en gran medida a éstos, de tal modo que economistas como LEWIS han destacado la sinergia que para el desarrollo de un país tiene contar con gobiernos locales autónomos y eficientes que tengan como misión atender los servicios comunales.

			Pero, además, y ello explica el porqué de estos materiales docentes, el estudio de este nivel territorial, de su organización y de sus interrelaciones subjetivas con los ciudadanos y el resto de poderes públicos debe hacerse en un contexto de cambios en las metodologías docentes.

			Y es que no sorprenderá a nadie la afirmación de que en los distintos sistemas universitarios se han experimentado profundos cambios en los últimos veinticinco años que, de otro lado y sin perjuicio de las particularidades de nuestro país, han afectado al conjunto de los ciclos de formación superior.

			El balance de estos cambios, es obvio, ha tenido como todo un debe y un haber que no nos corresponde hacer aquí, pero que, a vuela pluma, puede calificarse de positivo. Positivo, ciertamente en lo que ha supuesto de consolidación del sistema universitario y de su financiación siempre insuficiente; y de menos positivo en el efectivo funcionamiento de esos cambios introducidos muchas veces simplemente con carácter artificial. Las carencias aún existentes en muchos órdenes y específicamente del tránsito de un modelo de gestión de carácter colegial a un modelo de gestión profesional, o el carácter excesivamente localista que han adoptado muchas de nuestras Universidades (escasa movilidad y endogamia del profesorado y de los estudiantes universitarios), están sin duda en el debe del modelo.

			Por si no fuese poca la envergadura de estos cambios, en los últimos años se ha unido otro que acelerará, sin duda, los procesos de transformación ya apuntados: el denominado Espacio Europeo de Educación Superior (EEES). En lo que nos importa, y es nuestro quehacer en el Departamento de Derecho Administrativo de la Universidad de Granada, ese proceso se ha materializado por la sustitución de la Licenciatura en Derecho por el Grado en Derecho y el Máster. El nuevo Grado en Derecho se integra por los 240 créditos ECTS que debe adquirir el estudiante a lo largo de cuatro años (frente a los 300 créditos de la Licenciatura). Debe destacarse —porque ésta es una de las claves de la reforma y que subyace al material docente que se presenta— que para el cálculo de lo que supone un crédito en el aprendizaje lo relevante ya no es el número de horas lectivas que correspondan a cada materia, sino la carga de trabajo que la consecución de unos objetivos supone para el alumno. Se ha pasado progresivamente a un nuevo sistema centrado en el aprendizaje del estudiante, donde se debe otorgar mayor protagonismo y autonomía al mismo y en el que el profesor tiene como misión fundamental «enseñar a aprender».

			Se trata, por tanto, de un sistema de enseñanza-aprendizaje basado en la adquisición de competencias, entendidas como conjunto de conocimientos, capacidades, habilidades y destrezas que expresan lo que el estudiante sabe, comprende y es capaz de hacer después de completar un proceso de aprendizaje.

			Estos retos exigen cambios en la metodología y evaluación docente. Y ser conscientes de los mismos ha sido determinante para que el Departamento de Derecho Administrativo de la Universidad de Granada, en un ejercicio colectivo y de responsabilidad, haya optado por iniciar un camino conjunto que permita una renovación sustancial de la metodología docente con un objetivo claro: garantizar a la sociedad, en nuestra función pública universitaria, que el alumno adquiere unos conocimientos mínimos que le permiten enfrentarse con solvencia a los problemas que plantea la interpretación y aplicación del ordenamiento jurídico público en general y, en lo que se refiere a este volumen, del local en particular.

			De ahí la elaboración de estos materiales para el estudio del Derecho Local, nacidos, con dos objetivos principales: de un lado, con la vocación de servir de base a ese trabajo del estudiante universitario —libre u oficial— que, junto a la memorización de unos contenidos mínimos e imprescindibles para la comprensión de la asignatura, debe profundizar en la materia propuesta a través de otras vías complementarias que no se limitan al referido procedimiento; y, por otra parte, con la intención de ofrecer aquellos conceptos que nos parecen básicos para el objetivo docente propuesto sin una pretensión de exhaustividad en la materia referida.

			Son, por tanto, unos materiales vivos, un ensayo en la primera edición y una decantación más pausada en la segunda y tercera, que experimentarán, a lo largo del tiempo y de las sucesivas ediciones que vean la luz, no solo el lógico proceso de actualización a las modificaciones normativas que se vayan sucediendo, sino también de perfeccionamiento de los materiales ya propuestos una vez sean verificados en su puesta en aplicación. Y de hecho en esta tercera edición se han introducido cambios en la sistemática y planteamiento de algunas lecciones tendentes a mejorar la comprensión de los contenidos y evitar duplicidades y reiteraciones innecesarias.

			No pretenden, por ello, sustituir a los Manuales clásicos que ha orientado el estudio del Derecho Local que siguen siendo de necesaria referencia para el estudio de esta asignatura sino que pretenden, como se ha expuesto, servir de vehículo para la comprensión de estos últimos y garantizar la existencia de unos conocimientos básicos pero suficientes en esta materia por parte del conjunto de alumnos que estudian el Derecho Local en la Universidad como asignatura o como materia del grado en Derecho.

			FEDERICO A. Castillo Blanco

			Coordinador

		

	
		
			LECCIÓN 1

			EL NIVEL TERRITORIAL LOCAL EN ESPAÑA Y EN EL DERECHO COMPARADO

			Federico A. Castillo Blanco

			Catedrático de Derecho Administrativo

			Universidad de Granada

			I. PALABRAS CLAVE

			Derecho local, Régimen local, municipio, provincia, autonomía local, principio de subsidiariedad, elección o designación de autoridades locales, uniformismo o variedad, self-goverment, home rule, pouvoir municipal, gobernanza europea y gobierno multinivel.

			II. OBJETIVOS

			a) Conocer la evolución histórica del municipio y de las Diputaciones Provinciales y su progresiva configuración como instancias de gobierno local e identificar las principales claves que han determinado el régimen actual.

			b) Realizar un acercamiento a las reglas generales que configuran los principales sistemas de gobierno local existentes en Europa.

			c) Realizar una aproximación a la instancia local y territorial en el contexto de la Gobernanza europea y aprender los principales principios establecidos en la Carta Europea de Autonomía Local.

			III. CONTENIDO DOCENTE

			1. Evolución histórica del régimen local español: especial referencia a sus antecedentes en los siglos xix y xx

			La comunidad local, organizada o no mediante una fórmula política y con fórmulas de autogobierno, hunde sus raíces en la propia historia de las comunidades humanas. Distinta a esta cuestión es la existencia de unas instituciones locales, que autoadministran el territorio, y que, sin perjuicio de la existencia de poderes territoriales superiores, son titulares de un círculo de intereses y ejercen unas funciones propias, esenciales para el desarrollo de la vida en comunidad.

			La explicación de la naturaleza jurídica del municipio ha sido diversa: se le ha considerado una comunidad natural por algunos; como ente descentralizado por otros; se le ha asimilado a un ente autárquico territorial; como nivel de gobierno y poder público territorial autónomo; todo ello en atención a las referencias históricas y a su regulación jurídica.

			Desde este punto de vista, y sin perjuicio en nuestro caso concreto de fórmulas concretas como el municipio romano —de hecho, el término deriva de Municipium con que se hacía referencia a una comunidad política subordinada a Roma, pero conservando una autonomía más o menos amplia, en contraposición a la ciudad-estado griega o polis— o el municipio medieval —la villa como agrupación urbana asentada con fines políticos-sociales o defensivos—, es en el régimen político de los Estados modernos donde el respectivo proceso institucional de esas comunidades locales y su consolidación mediante fórmulas jurídicas concretas alcanza el grado de maduración suficiente para identificar a un poder público territorial.

			A) Los orígenes del nivel local en España

			El municipio que finalmente se trasplanta en España en la etapa medieval recoge tres corrientes fundamentales que son: la visigótica, con el concilium; la romana con el régimen edilicio; y la árabe con la figura del alcalde. Bien es cierto que, como ha indicado Morell, la mayoría de la doctrina moderna coincide en señalar que en el caso español es el municipio medieval el que tendrá mayor influencia en la gestación del municipio moderno y es que, en un apretado resumen, el municipio nace y se constituye como un fenómeno de emancipación frente a los poderes territoriales superiores.

			En efecto, es preciso destacar el hecho de que, en los siglos medievales, surge o se afirma el núcleo vecinal con una intensa y amplia autonomía; y se produce un régimen, caracterizado por la particularidad y la diversidad, merced al cual dicho núcleo —rural o urbano— resulta comprendido en una más amplia organización política.

			De esta forma, el antecedente más próximo del municipio moderno está en las «cartas pueblas» y «fueros» concedidos a ciudades y pueblos durante la Reconquista cristiana, garantizando su autonomía y protección frente a la nobleza territorial. En España dicho proceso desembocó, en el caso de los municipios castellanos y leoneses, en un modelo democrático y asambleario denominado Concejo Abierto en el que participaban el conjunto de los vecinos, que alcanzó su máximo esplendor en cuanto a autonomía y base democrática entre los siglos XII y XIV. Como relata Posada «la asamblea general de vecinos, congregada el domingo a son de campana, para tratar y resolver los asuntos de interés general. Este concejo tenía facultades de designar a los jueces y alcaldes, que eran las demás autoridades del municipio».

			Se trata de un proceso lento y progresivo y de conversión de los propios fueros municipales en Ordenanzas municipales, como apunta Pérez Prendes, que ya no solo se ocupan de la organización administrativa local, sino que comprenden normas sobre policía gubernativa, orden público, sanidad, ferias y mercados, etc., aunque su decadencia comenzará en el siglo xiv con la aparición de los Estados absolutos que, en el caso concreto español, tuvo su plasmación más señera en la figura del corregidor, que como ha puesto de relieve González Alonso, concentra y absorbe todas las competencias en ese momento con la consecuencia, como también ha apuntado Sosa Wagner, de la reducción de la diversidad foral que hasta ese momento había caracterizado el régimen municipal español. El Fuero Juzgo y el Liber, en Andalucía y Murcia, y el Fuero Real y el Espéculo de Alfonso X son exponentes, según indica Tomás y Valiente, de esa tendencia a la unidad y de la superación de los localismos jurídicos que no estuvo exenta de disputas a lo largo de todo el siglo xiii, pero que tuvo su expresión última en el Ordenamiento de Alcalá de 1348 que proclama a este como primera fuente del Derecho y solo, en defecto de este, podrían aplicarse los Fueros municipales.

			La explicación de este proceso de unificación resulta evidente, y es que, si por un lado la cada vez más compleja acción municipal dificultaba la permanencia de instituciones como el Concejo Abierto y abría la puerta a la diferenciación de funciones entre órganos representativos y ejecutivos, y, por otro, se instalan en ese momento histórico las tendencias absorbentes del poder central con los poderes necesarios para la formación de grandes Estados unificados, la idea del Municipio, con autonomía y propia representación, será puesta en cuestión.

			El siglo xviii, con el reformismo ilustrado, verá la promulgación de los Decretos de Nueva Planta cuyo objetivo fue la asimilación de las instituciones político-administrativas de Aragón a las instituciones castellanas y, con ello, la perdida de las instituciones propias que fueron sustituidas por funcionarios reales y por instituciones comunes como las Capitanías Generales, las Audiencias o las Intendencias y, sobre todo, por la instauración de las circunscripciones territoriales al frente de las cuales se hallaba un corregidor de designación real. Tanto Valencia, como Aragón o Cataluña fueron privadas de sus fueros y libertades, desapareciendo las modalidades de autogobierno, lo que inicia un proceso que durará más de dos siglos y medio. Incluso la administración municipal de Barcelona, como ha señalado Orduña Rebollo, fue confiada a veinticuatro regidores.

			La etapa final de ese siglo conocerá la reforma de Campomanes, plasmada en un Auto Acordado de 5 de mayo de 1766, y motivada por el progresivo deterioro de las condiciones económico-sociales en una economía rural de subsistencia, y que permitió el acceso de plebeyos al gobierno de las comunidades locales mediante la figura del procurador síndico, de los diputados y del personero del común electos por compromisarios elegidos, a su vez, en Concejo Abierto. Estas reformas, junto a la Ley Provincial de 1782, son el precedente inmediato de las instituciones locales constitucionales a las que ahora nos referiremos.

			B) La consolidación del modelo municipal español: el siglo xix

			Será en los albores del constitucionalismo de 1812 donde el municipio español, tal y como lo conocemos, encuentra sus genuinos orígenes; desde entonces, y a lo largo de dos siglos, se han sucedido normas reguladoras del doble escalón local sobre las que se ha basado nuestro sistema de gobierno local: municipios y provincias. Proceso que, como indica Posada, no es ajeno a la evolución del conjunto de las instituciones políticas españolas iniciado en las Cortes de Cádiz y la reforma emprendida por estas para una transformación integral del Estado que sienta las bases del edificio político-administrativo de la España del siglo xix.

			En ese momento, se aborda un conjunto de decisiones que alumbrarán un nuevo régimen local cuya base se sustenta en tres elementos, a saber: la distribución de un nuevo mapa municipal, exigiéndose para la constitución de un municipio un mínimo de mil almas, salvo casos excepcionales, y fijando expresamente las competencias de estos —a los que se da una expresión legal y una ordenación uniforme—; suprimiendo las múltiples divisiones que se habían realizado en el Antiguo Régimen, generalizando el sistema provincial, a imitación del Departamento francés, mediante el Decreto de las Cortes de 23 de mayo de 1812, dada la fragmentación y escasa fortaleza institucional de los municipios, y constituyendo las Diputaciones Provinciales, si bien sin funciones de gobierno y administración y como instituciones dependientes del poder central con funciones interventoras y tutelares sobre los municipios; y, en tercer lugar, introduciendo la división de poderes y la participación de la ciudadanía en el gobierno de las comunidades locales y, consiguientemente, suprimiendo la perpetuidad de oficios y los privilegios en la nobleza.

			La suerte de esa reforma, sin perjuicio de su influencia latente a lo largo de todo el siglo xix, fue escasa, ya que repuesto Fernando VII fue declarada sin efecto alguno por Real Cédula de 30 de julio de 1814 volviendo a las leyes, costumbres y ordenanzas municipales vigentes antes de 1808.

			El pronunciamiento de Riego en 1820 reiniciará ese proceso emprendido en Cádiz y se plasmará en la Ley de 2 de marzo de 1823, de carácter jerárquico (los Ayuntamientos resultan subordinados a las Diputaciones Provinciales y estas al jefe político), y que profundiza en la diferenciación de las instituciones locales. Esta nueva reforma, como ha indicado Sosa Wagner, se caracteriza por las siguientes notas: en primer término, distingue las funciones administrativas (reservadas a Ayuntamientos y Diputaciones) y las funciones políticas y de orden público (atribuidas a alcaldes y jefes políticos); en segundo lugar, realza el carácter ejecutivo del alcalde frente al Ayuntamiento que es presidido por este; se mantiene el control central de la actividad económica; y, por último, los recursos electorales municipales pasan a ser resueltos por las Diputaciones Provinciales, en dependencia del jefe político, y a las que se refuerza singularmente con funciones de beneficencia, las obras de la provincia, el censo de la población, el fomento de la agricultura, industria, artes y comercio, etc. Puede calificarse dicha norma, sin perjuicio de la posterior evolución de las instituciones locales contenidas en la misma, como una verdadera acta de nacimiento de las modernas instituciones locales.

			Bien es cierto que dicha reforma no corrió mejor suerte que la doceañista y el Decreto de 1 de octubre de 1823 declarará nulos y sin efectos todos los actos del gobierno constitucional, aunque la misma, como consecuencia de los cambios políticos propios de este siglo entre conservadores y reformistas, fue restablecida en 1836 y estuvo vigente hasta 1845, no sin intentos de reforma dignos de reseñar, como el acontecido en 1840 que proclama el carácter electivo de los alcaldes y cuya trascendencia será fundamental en el devenir político del país, pues será determinante de la renuncia de la Reina y el advenimiento de la Regencia de Espartero.

			Entre tanto no se debe olvidar que la división provincial acontecida en 1833 configura la provincia no como un escalón de gobierno local, sino como una división del Estado para el mejor cumplimiento de los fines de este, como ha resaltado Martín Retortillo.

			Es de hacer notar, como indica Morell recogiendo las palabras de Oliván, que en esta época encuentra su origen el debate, no siempre resuelto y que resurge periódicamente, entre el carácter administrativo del municipio y su dimensión política lo que suponía un detrimento en su condición de institución representativa y de gobierno del territorio.

			La promulgación de la Constitución de 1845, de orientación conservadora, dedicó su Título XI a las Diputaciones Provinciales y a los Ayuntamientos y, en coherencia con ello, las Leyes de 1845 se caracterizan por su carácter centralizador, su orientación jerárquica y su desconfianza en las instituciones locales, volviendo al nombramiento real de alcaldes y la posibilidad de disolver a estas. Por su parte, y respecto de las Diputaciones Provinciales, se profundiza su carácter de dependencia del poder central, en lo que se refiere al gobierno de la provincial en general, junto con el carácter de Ayuntamiento provincial en cuanto al régimen local y creando las tres instituciones sobre las que, con posterioridad, se centrará el gobierno de la provincia: la Diputación Provincial, el Gobernador y el Consejo Provincial en el que se puede encontrar uno de los gérmenes de la jurisdicción contencioso-administrativa a imagen del modelo francés.

			Tras un breve regreso de la legislación de 1823 como consecuencia del cambio político acontecido en 1854 durante el bienio progresista, y de algunos proyectos relevantes que prácticamente no llegarán a entrar en vigor dado que un Real Decreto de 16 de octubre de 1856 dejará sin efecto la Ley Municipal de 5 de julio, y sin perjuicio de algunos hitos puntuales referidos a presupuestos y contabilidad en 1862 y al sistema provincial en 1863, el Real Decreto de 21 de octubre de 1866 de nuevo recentralizará la vida municipal y acentúa la intervención del gobierno central en la vida local.

			Habrá que esperar a las Leyes de 1870, municipal y provincial, para que acontezca un nuevo impulso del gobierno local. Este nuevo hito pretende, atendiendo a lo que estaba aconteciendo en otros países de nuestro entorno, reforzar el poder local dotándolo de mayor autonomía y reduciendo su dependencia del Estado, se introduce la elección indirecta del alcalde y se crea el cargo de Presidente de la Diputación con una reducción, por consiguiente, de la dependencia de esta respecto del gobernador.

			Un paso atrás se dará con la legislación de 1877 una vez restablecida la monarquía que, con una gran desconfianza hacia el poder local, supone una vuelta atrás restableciendo el sufragio censitario, restringiendo el derecho de sufragio pasivo, restableciendo la designación real de alcaldes para municipios de más de seis mil habitantes, estableciendo la asunción por parte de los gobernadores de las funciones de los Consejos Provinciales, etc., y que recibió, por parte de Azcárate y Pí y Margall, las más severas críticas por la ineficiencia de un sistema centralizado y no respetuoso con el nivel local de gobierno.

			Es de anotar aquí, y no obstante los cambios legislativos acontecidos, el perjuicio que para la hacienda local supusieron las leyes desamortizadoras de 1855 y 1888, que no fue subsanado, y seguramente sigue sin serlo, por la legislación local posterior.

			C) El siglo xx y la Constitución española de 1978

			A finales del siglo xix y principios del siglo xx se suceden numerosos proyectos que no se materializan finalmente debiendo destacarse el de 1912, elaborado por Canalejas, y que fue la base del Estatuto Municipal de Calvo Sotelo de 1924, que siendo obra de la Dictadura, no responde mimética e ideológicamente a esta. De esta forma, deroga las leyes desamortizadoras para los bienes municipales, reconoce el sufragio activo para las mujeres cabezas de familia, establece la elección indirecta del alcalde, introduce instituciones jurídicas de vanguardia como el recurso por abuso de poder y, entre otros muchos aspectos, dedica una exhaustiva regulación a la Hacienda Local que, en cierta medida, permanecerá en los textos legislativos posteriores. Bien es cierto que las circunstancias políticas en que se desenvolvió fueron determinantes para que el mismo, sobre todo en lo referido a la constitución y designación democrática de los Ayuntamientos, quedase en la práctica inaplicado.

			El Estatuto Provincial de 1925 supone un paso atrás en estas instituciones que, en el mismo, son concebidas más como un medio instrumental del Estado que como un escalón de gobierno local.

			La legislación municipal republicana de 1935, de escasa o nula incidencia dado el período de guerra que la sucedió, fue promulgada mediante Decreto de 31 de octubre de 1935 y retoma la dimensión democrática restableciendo la elección democrática de alcaldes, electos bien por elección indirecta o directa del pueblo, que ostentarán una triple condición: Presidente del Ayuntamiento, Jefe de la Administración Municipal y representante de la Administración del Estado en el término municipal; se establece la posibilidad de Cartas Municipales; se reconoce la autonomía local para la realización de sus fines y la administración de los intereses peculiares de los pueblos, etc., y, junto a ello, establece diversos mecanismos para acabar con la ineficiencia municipal que había sido un lastre a lo largo de las últimas décadas —como es conocido estuvo en la base de los acontecimientos que dieron lugar a la propia instauración de la II República— por lo que se mantiene un régimen de tutela ya previsto en el Estatuto de 1924.

			La Ley de Régimen Local de 1955, con su precedente en 1945, responde a la concepción institucional del régimen instaurado tras la guerra civil y se aparta, por tanto, de las bases democráticas que inspiraron la legislación republicana. Esto se tradujo en un fuerte intervencionismo estatal a través del Servicio de Inspección y Asesoramiento de las Corporaciones Locales, escasa o nula capacidad autónoma municipal, nombramiento de las autoridades locales por duración indefinida, concepción puramente administrativa de las entidades locales, etc.

			La llegada de la Constitución de 1978 y, con ella, la de los principios y presupuestos propios de un Estado democrático afectó, en su base legitimadora, a la hasta entonces denominada Administración Local (expresión de uno de los elementos que integraban un enunciado político del régimen: «familia, municipio y sindicato»). Los regidores municipales dejaron de ser nombrados por los gobernadores civiles para ser elegidos directamente por la ciudadanía a través de comicios libres y, frente al anterior modelo de supervisión y fiscalización jurídica y política, los municipios, provincias e islas comenzaron a conocer el significado de las palabras autoadministración y responsabilidad.

			No obstante, esta legislación preconstitucional a la que nos hemos referido, completada con el texto articulado parcial de la Ley 41/1975, de Bases del Estatuto de Régimen Local, aprobado por el Real Decreto 3046/1977, de 6 de octubre, con algunas modificaciones a finales de la década de los setenta a fin de democratizar dicha normativa, será la que esté en vigor hasta la promulgación de la Ley 7/1985, de 2 de abril, Reguladora de las Bases de Régimen Local, que desarrolla las previsiones constitucionales de 1978 y a la que nos referiremos más detenidamente en la lección siguiente.

			2. Fórmulas organizativas del régimen local en el Derecho comparado

			Las fórmulas organizativas no son únicas, ni responde la concepción legal del municipio en los diversos Estados a una idea general, jurídica y política. La coincidencia a que parece llegar la doctrina no existe en las legislaciones, que reservan el término para agrupaciones locales distintas y que, además, revelan —en el tratamiento jurídico de los núcleos locales, vecinales, comunales, etc.— una noción muy diversa del municipio y una manera diferente de enfocar y de resolver el problema de equilibrio político que, como hemos visto, entraña. El municipio, legal y positivamente considerado, es una expresión de un valor estrictamente histórico, aplicada a un fenómeno que se ha producido en los diferentes países de distinta manera, planteándose y resolviéndose su problemática de modo muy diverso.

			De esta forma, en unos Estados, la evolución del tipo tradicional del municipio histórico particularmente ha persistido (verbigracia: en Inglaterra), aunque haya tenido su período de decadencia, al que siguió un fuerte renacimiento que se refleja en el país citado en las leyes de 1835 (Municipal Corporations Act), y de 1882 (Municipal Corporations Consolidation Act), pero sin que se produzca un régimen municipal general aplicable de forma uniforme en todo el territorio nacional. Las municipalidades, legalmente consideradas y consagradas, son como verdaderos islotes en las regiones de la vida local más amplía constituidas por los condados.

			En cambio, en otros países como Francia y España, el municipio aparece completamente absorbido por el Estado en un amplio régimen político de subordinación. Al resurgir con la Revolución en Francia y, entre nosotros, con la Constitución de Cádiz de 1812, los municipios —o mejor, el régimen municipal de Communes en Francia y de los Pueblos en España— se concibe y constituye creándose, por obra de la ley, un tipo dado para todo el territorio nacional. García de Enterría ha expuesto que el régimen local moderno se basa en los siguientes principios revolucionarios:

			1. Distinción entre funciones propias del pouvoir municipal y funciones propias de la Administración del Estado y delegadas por este a los municipios.

			2. El municipio se erige en la nueva fórmula de organización del Estado. Se generaliza como entidad territorial, al margen de la estructura estamental anterior. Deja de ser una institución particularista, reducto de privilegios, y responde al postulado ideológico de la igualdad y, por tanto, del uniformismo.

			3. Este postulado igualitarista y uniformista —todos los municipios y sus habitantes están sometidos al mismo régimen jurídico— se compensa con el elemento particularista de la gestión directa de los asuntos municipales por los propios vecinos o sus representantes por elección.

			4. La aplicación del postulado de la igualdad y el de la voluntad general, puesto al servicio del anterior, implica la desaparición de los poderes secundarios (las corporaciones territoriales y funcionales) y una concentración del poder en el Estado para evitar desigualdades. La consecuencia obligada es la consideración del municipio como una asociación privada de vecinos, potenciadora de la libertad individual, con unas funciones privativas y otras delegadas.

			Sin perjuicio de la complejidad de este fenómeno, y de la conjunción de diversas causas, puede decirse que, como consecuencia del proceso histórico de decadencia municipal que culmina en los siglos xvii y xviii y del renacimiento político constitucional que se produce a finales de este último y que se extiende durante todo el siglo xix, se consolidan dos tipos principales de régimen municipal: el de variedad y de particularismo denominado self-goverment —pueblos anglosajones, por ejemplo, Gran Bretaña y Estados Unidos, si bien este último en la actualidad con un carácter propio denominado home rule entendido como la facultad de un municipio de elaborar y modificar sus propias Cartas y de gestionar los asuntos locales por completo— fruto del triunfo de los nobles frente a la Corona británica y que en el caso español es el que predomina en la Edad Media como expresión, tal cual indica Morell, de la no existencia de una noción general y abstracta del Derecho, lo que determinaba su manifestación a través de pequeños ordenamientos estatutarios; y el de unidad y uniformidad el denominado pouvoir municipal —sistema continental, por ejemplo, Francia y España—, surgido a comienzos del siglo xix, que respondía a la mentalidad decimonónica de la Revolución Francesa como expresión de la unidad nacional y anulación de los privilegios territoriales de tal forma que, como ha indicado García de Enterría, el sistema unitario continental de la Administración Pública se habrá convertido en un sistema binario integrado por la Administración del Estado, de una parte, y la Administración Local, de otra.

			Las características del primero se pueden resumir en los siguientes caracteres: el municipio legal no coincide necesariamente con el núcleo local real de vecindad, porque no toda comunidad de esta naturaleza tiene la consideración legal de Municipalidad. La categoría de las Municipalidades es histórica y fáctica, no ideológica, y abarca primero todas las comprendidas en la ley de 1835; luego todas las ciudades a las que se haya otorgado carta municipal desde 1835 según esta ley o la de 1882. El campo de aplicación de la ley Municipal puede ampliarse, ya sea por la extensión de los límites de un burgo, o por la creación de una Municipalidad ya sea por Carta Real o por concesión. El correcto entendimiento del sistema exige, como ha apuntado Parejo Alfonso, tener en cuenta tres cuestiones: a) inexistencia de organización territorial permanente y general del Poder Central; b) carencia de vocación ejecutiva en la Administración Central; y c) concepción funcionalista del Gobierno Local. Es decir, que la Administración del Estado, como ha dejado expuesto Jiménez Blanco, no asume funciones de gestión específica que se residencian en personificaciones instrumentales o en las propias autoridades locales.

			En general, el municipio inglés recoge el elemento urbano de la población, pero no hay una exacta correspondencia legal entre urbano y municipal. Ahora bien, el régimen local inglés no es —como el francés o el español— un conjunto de municipios recogidos y subordinados en departamentos o provincias —división general administrativa del Estado—; el régimen local inglés entraña un conjunto de circunscripciones y entidades diversas, a saber: condados, distritos urbanos y rurales, parroquias, burgos municipales, uniones; y aparte Londres, con una organización distinta. Dicho régimen experimentó, a partir de 1985, una cierta evolución para las grandes ciudades con la supresión de los gobiernos metropolitanos y la transferencia de sus funciones a los distritos y a organismos sectoriales.

			El régimen municipal de tipo uniforme y jerarquizado —elaborado de golpe por la Constituyente francesa en 1789 para Francia, y por las Cortes de Cádiz para España— entraña una gran operación legislativa de reducción a la unidad de las diversas estructuras locales que en el caso francés determinó la conversión de las parroquias del Antiguo Régimen en municipalidades reconociéndose el derecho de toda comunidad de habitantes en constituirse en unidad administrativa básica, lo que ha caracterizado el régimen francés, según explica Subra de Bieusses, en base a dos notas: uniformidad y multiplicidad de pequeños municipios. Los legisladores de Cádiz, por su parte, tomaron como unidad primera, municipal, el pueblo o los pueblos. El pueblo será el núcleo local —de vecinos— que constituirá, para el legislador, el sujeto y sostén del régimen municipal hasta que se introduce en la Ley de 1870 la definición legal del municipio.

			Lo cierto es que el régimen francés, como ha explicado Vandelli, inspiró la uniformidad en cuanto al régimen municipal en todos aquellos países que, como Italia o España, son tributarios de dicho régimen y, como en el caso de Francia, dicho hecho ha determinado un inframunicipalismo que, sin embargo, se considera la pieza esencial e insustituible del sistema de organización territorial. Distinto a este es el caso de Alemania, un Estado Federal, en que la competencia sobre los municipios corresponde a los Länders y no al Bund lo que implica una mayor diversidad en lo que se refiere a la organización local y responde a la tardía unificación alemana que, como ha señalado González-Varas, provocó durante el siglo xix que se generaran distintos modelos históricos. En este modelo encontramos los Kreises, corporaciones territoriales locales superiores, que ejercen competencia en el territorio de varios municipios y que se asemejan, al menos parcialmente, a nuestras provincias.

			En nuestro régimen local, el municipio es, ante todo, una unidad de nuestra división territorial general político-administrativa. El territorio nacional está dividido en provincias, y estas en municipios con sus términos municipales. Para la ley de 1870, pues, el municipio es una creación legal, no un simple distrito, porque se afirma la existencia en él de una Asociación (legal) constituida por las personas que residen en dicho término municipal, exigiéndose dos condiciones para la existencia del municipio: la primera, la asociación o grupo de los que residen en el término; la segunda, el término territorial.

			La ley especificaba, en el artículo 2.º, las condiciones especiales de estos elementos para que integren un municipio legal (término municipal, dice). Así era preciso: de un lado, que no baje de 2.000 el número de sus habitantes residentes; en segundo término, que tenga o se le pueda señalar un territorio proporcionado a su población; y, por último, que pueda sufragar los gastos municipales obligatorios con los recursos que las leyes autoricen.

			En la ley de 1877, el municipio todavía no entraña una base real consagrada por el legislador. Como comunidad, es una creación de la ley (Asociación legal, se dice) con una representación legal que es el Ayuntamiento. La ley —es decir, aparte la definición— se preocupa más del municipio como distrito: término municipal. No obstante esto, constitucionalmente el municipio se afirma como algo más que una Asociación legal. «Habrá en los pueblos —dice el art. 83 de la Constitución vigente en ese momento— alcaldes y Ayuntamientos…»; y luego se habla de «intereses peculiares… del pueblo». En otros términos, para la Constitución, el pueblo —cosa real, bien distinta de una asociación legal— siguiendo la tradición doceañista es el sujeto activo y pasivo de la vida municipal.

			Ahora bien, el legislador de 1870 y el reformador de 1877 estaban muy lejos de considerar el municipio como entidad natural, real, obra de la historia y de la acción espontánea de las fuerzas sociales, dentro de la vida misma del Estado. Bien es cierto, que esa concepción inicial será progresivamente mutada en el sentido de reconocer su carácter natural y su posición subordinada (sociedad o comunidad reconocida por la ley) que se abre paso a partir de la Revolución Francesa en base al respeto estatal del libre desenvolvimiento del poder municipal en su ámbito privativo derivado de las tesis del iusnaturalismo fisiocrático, que permite distinguir entre asuntos privativos (municipales) y generales (estatales).

			En definitiva, y con el transcurso del tiempo, la concepción jacobina de la autoridad central, en cuanto origen y depositaria de todas las prerrogativas públicas, ha ido perdiendo terreno en todos los países occidentales, y se ha ido imponiendo una nueva visión basada en que cada esfera administrativa adquiere una autonomía entendida como un núcleo esencial de funciones, amparada por la Constitución, que el resto de entes territoriales no pueden desconocer.

			Lo cierto, sin embargo, es que la autonomía local se ve comprometida de una manera sutil y gradual a través de las intervenciones, cada vez más extensas, del Estado en la vida de los ciudadanos, especialmente en lo social y en lo económico. El crecimiento de los servicios suministrados por el Estado favorece la tendencia a crear instituciones especializadas establecidas sobre una base funcional, mientras que las corporaciones locales representan la alternativa de base territorial. La amenaza más grave para la autonomía local es la representada por las fuerzas centralizadoras que se apoyan en una argumentación aparentemente lógica, pero, en cierto sentido, falaz: la complejidad técnica creciente de la administración moderna obliga a trasladar las decisiones a órganos más importantes, tecnificados y cada vez más alejados del ciudadano que paga los servicios que recibe.

			3. El gobierno local en Europa: la Carta Europea de Autonomía Local

			Pensar globalmente y actuar localmente se ha convertido en una expresión empleada en el mundo entero, sin perjuicio de que, precisamente, la integración europea ha tenido una masiva repercusión sobre la posición de los titulares de competencias normativas y administrativas dentro del ordenamiento de cada Estado miembro que no han sido suficientemente compensadas. Esas afecciones de la legislación comunitaria afectan especialmente a la actividades y servicios que prestan las entidades locales que, por otro lado, no cuentan en los tratados comunitarios con garantía expresa alguna de su autonomía local lo que contrasta, en la actualidad, con que la Unión Europea agrupa alrededor de 95.000 entidades territoriales que representan el 16 por 100 de su Producto Interior Bruto, un tercio del gasto público, dos tercios del gasto en inversiones públicas y el 56 por 100 del empleo público.

			De esta forma, un aseguramiento de las competencias normativas y administrativas de las entidades locales se antoja preciso, dado que la legislación de la Unión Europea, que goza de primacía sobre el derecho interno del Estado en que esas entidades se ubican, incide, como se ha referido, cada vez en mayor medida en las competencias de estas.

			La posición de las entidades locales dentro del entramado institucional de Europa está ausente, por tanto, de una garantía explícita para la autonomía local en el derecho primario europeo, que solo puede encontrarse en directivas generales o en principios no escritos del derecho comunitario. Dicho ello, sin duda, y a nuestros efectos, es la Carta Europea de Autonomía Local, no suscrita por todos los miembros de la Unión Europea y no preceptiva en todos sus extremos, el referente más claro del gobierno local en Europa.

			A) La Carta Europea de Autonomía Local

			La Carta Europea de Autonomía Local, hecha en Estrasburgo el 15 de octubre de 1985 y ratificada por España mediante instrumento de 20 de enero de 1988, es aplicable a las entidades previstas en los artículos 140 y 141 CE, es decir, municipios y provincias, excepto en lo que se refiere al apartado 2 del artículo 3, relativo a la elección directa de las autoridades locales, que en España y en algunos otros países no se aplica a las entidades locales de segundo grado (provincias, comarcas y áreas metropolitanas). Para Parejo Alfonso la Carta Europea de la Autonomía Local codifica «la imagen europea de la autonomía local», en cuanto articula un específico concepto material de autonomía local, que permite reconocer a las entidades locales como poderes públicos constituidos democráticamente que tienen como misión ordenar y gestionar los asuntos públicos que afectan a intereses de la colectividad local, que conforma un modelo uniforme y coherente de régimen local, cuya defensa, fortalecimiento y salvaguarda compromete de forma común a todos los estados miembros del Consejo de Europa.

			En este sentido, y según se enfatiza en la exposición de motivos de la Carta Europea de la Autonomía Local, cabe adoptar como punto de partida en el proceso de integración europea la idea de que constituye uno de sus pilares fundamentales «la existencia de entidades locales dotadas de órganos de decisión democráticamente constituidos, que se benefician de una amplia autonomía en cuanto a las competencias, a las modalidades de ejercicio de estas últimas y a los medios necesarios para el cumplimiento de sus funciones».

			La Carta ocupa un lugar elevado en nuestra jerarquía legislativa, entre la Constitución y las leyes. Ello significa que las leyes —estatales o autonómicas— que vulneren la carta pueden considerarse contrarias a Derecho. De ahí no ya su enorme importancia ideológica y su influencia al nivel de los principios generales del derecho, sino incluso su trascendencia práctica. Bien es cierto que no puede considerarse canon de constitucionalidad de la legislación de régimen local y, de esta forma, la sentencia constitucional 235/2000, de 5 de octubre, recuerda, en referencia específica a la Carta Europea de la Autonomía Local, que los tratados internacionales no constituyen canon para el enjuiciamiento de adecuación a la Constitución de normas de rango legal.

			A este respecto, y frente a otras tesis mantenidas por diversos autores (Parejo, Ortega, Farreres, etc.), Lasagabaster, con base en la doctrina sentada por el Tribunal Constitucional y por el Tribunal Supremo, considera que la Carta Europea de la Autonomía Local, como norma de Derecho internacional, prevalece sobre las leyes por mor de lo dispuesto en el artículo 96 de la Constitución y el artículo 1.5 del Código Civil, de modo que a los órganos judiciales ordinarios les corresponde declarar la inaplicabilidad de la norma de Derecho interno que contradiga el Tratado, sin necesidad de plantear cuestión de inconstitucionalidad, cuando la norma controvertida tenga rango de ley (Sentencia del Pleno del Tribunal Constitucional 28/1991, de 14 de febrero, en la que se rechaza que la oposición conflictual entre un tratado internacional y una ley interna pueda presentarse como un litigio constitucional). Para Velasco Caballero, sin embargo, dicha relación entre las leyes estatales o autonómicas debe resolverse acudiendo al mandato de interpretar la ley española (estatal o autonómica) conforme a la Carta Europea de la Autonomía Local, tras pronunciarse sobre el fracaso teórico de otras propuestas realizadas, razona que: «Recuérdese que en caso de contradicción entre ley y Carta Europea el juez o la Administración han de aplicar preferentemente el tratado internacional. Pues bien, precisamente para asegurar la eficacia de la ley interna (esto es, para evitar su desplazamiento aplicativo por el tratado), ha de seguirse una interpretación de la ley conforme con la Carta Europea».

			En cualquier caso, la fuerza de obligar de esta Carta resulta problemática, si atendemos al nivel de la Unión Europea, por dos circunstancias: la primera, porque no ha sido ratificada por todos los Estados miembros de la UE; la segunda, porque la eficacia de la Carta se ha visto debilitada por el establecimiento de distintos niveles de obligatoriedad derivado del sistema a la carta, valga la redundancia, expresado en su artículo 12, según el cual los Estados firmantes solo deben cumplir con veinte de los treinta artículos de la Carta, lo que se traduce en una dificultosa protección de la autonomía local al aplicarse diferentes estándares.

			Enuncia la Carta Europea de la Autonomía Local un sistema coherente de «régimen local» o de «gobierno local», que engloba la dimensión institucional —estatuto de los representantes locales, potestad de autoorganización, competencias y recursos financieros— y la dimensión funcional, que se concreta en el principio de eficacia en la gestión de los asuntos públicos de la colectividad local «bajo su propia responsabilidad».

			El artículo 2 de la citada Carta establece que el principio de autonomía local ha de ser reconocido en la legislación interna y, si es posible, en la Constitución. El precepto siguiente, el artículo 3, define la autonomía local como el derecho y la capacidad efectiva de las entidades locales de ordenar y gestionar una parte importante de los asuntos públicos, en el marco de la Ley, bajo su responsabilidad y en beneficio de sus habitantes. De esta forma, partiendo del hecho de que el ejercicio de las competencias públicas «debe incumbir preferentemente a las autoridades más cercanas a los ciudadanos», la Carta dice que dichas competencias «no pueden ser puestas en tela de juicio ni limitadas por otra autoridad central o regional, más que dentro del ámbito de la Ley».

			En este sentido, Bandrés estima que podemos extraer la conclusión de que la Carta Europea de la Autonomía Local trata de configurar y delimitar esta noción, por referencia a una serie de elementos que cabe caracterizar de esenciales o fundamentales:

			1. El reconocimiento de la autonomía local como derecho de la colectividad local.

			2. La extensión del ámbito de la autonomía local a la ordenación y gestión «de una parte importante de los asuntos públicos», que permite superar el estricto acartonamiento de las entidades locales en la gestión de los asuntos «estrictamente locales», aunque, como advierte el profesor Parejo, es exigible la cualificación de dichos asuntos públicos por su «afección al círculo de interés de las colectividades locales».

			3. La apelación a la Ley como instrumento normativo de atribución y distribución de competencias.

			4. La proclamación del principio de libre administración.

			5. La vocación de satisfacer los derechos e intereses de la comunidad local.

			En el mismo sentido, el artículo 5 de la Carta afirma que las colectividades locales deberán ser consultadas previamente a cualquier modificación de los límites territoriales que la afecten, del mismo modo que, según el artículo 6.1, las entidades locales pueden «definir por sí mismas las estructuras administrativas internas con las que pretenden dotarse, con objeto de adaptarlas a sus necesidades específicas y a fin de permitir una gestión eficaz».

			Paralelamente los artículos 9.3 y 9.7 garantizan la proporcionalidad entre los recursos financieros y las competencias locales, y el carácter incondicionado de las subvenciones, que «no deben ser destinadas a la financiación de proyectos específicos» y cuya concesión «no deberá causar perjuicio a la libertad fundamental de la política de las entidades locales en su propio ámbito de competencia».

			Una vez definido el ámbito competencial y sus garantías financieras, la Carta recoge, en su artículo 11, el derecho de los entes locales a utilizar los recursos jurisdiccionales, «a fin de asegurar el libre ejercicio de sus competencias y del respeto a los principios de autonomía local consagrados en la Constitución o en la legislación interna».

			B) La Gobernanza Europea y los gobiernos locales

			La realidad de los hechos ha truncado la euforia inicial que produjo la aprobación de la Carta, no solo por lo ya expresado en cuanto a esa cláusula de flexibilidad contenida en el artículo 12, sino también a nivel orgánico pues, cuando después de Maastricht, se creía contar con una base en el derecho comunitario para la autonomía local a través del Comité de las Regiones que ejerce como órgano consultivo, su final plasmación ha determinado que la representación mayoritaria corresponda a las Comunidades Autónomas, regiones o Länders.

			Tal situación, insatisfactoria para el nivel de gobierno local, determinó que en la Declaración de Laeken se dedicase un párrafo a «una mejor distribución y delimitación de competencias en la Unión Europea». También aquí está en juego una distinción más clara entre tres tipos de competencias: las exclusivas de la Unión, las de los Estados miembros y las competencias compartidas por la Unión y los Estados miembros. Pero, asimismo, deberá determinarse si se ejercen las competencias de manera más eficaz por aplicación del principio de subsidiaridad.

			Sin olvidar —y así lo recalca claramente el llamado Libro Blanco sobre la Gobernanza Europea que fue ratificado por la Comisión en verano del año 2001— que la responsabilidad principal para la inclusión de los niveles regionales y locales en la política de la UE sigue estando en los Estados miembros. El Libro Blanco, sin embargo, no aporta tampoco garantías reales para la autonomía local en el ámbito europeo. Por consiguiente, el nuevo concepto de gobernanza no implica un concepto material de subsidiaridad o de federalismo, ni siquiera de autonomía local, sino primariamente una invitación a la eficacia gubernamental que obliga a una desconcentración solo en el ámbito de la Comunidad y que opera, esencialmente, en tres ámbitos que ha puesto de relieve Parejo Alfonso:

			a) La participación en la elaboración de las políticas europeas mediante la organización del diálogo sistemático con las asociaciones europeas y nacionales de las Administraciones regionales y locales, sin menoscabo de las disposiciones constitucionales y los sistemas administrativos de los Estados miembros.

			b) La mejora del marco de formulación y ejecución de las políticas europeas mediante la adopción de medidas legislativas que, para no caer en un exceso de complejidad, sean —cuando tengan fuerte impacto territorial— aplicables atendiendo a las concretas y diversas condiciones locales, sin perjuicio del mantenimiento del necesario equilibrio en las condiciones de competencia en el mercado interior.

			c) Facilitar la mejor ejecución de las políticas (por lo que hace a las Directivas y los Reglamentos cuya ejecución corresponda a los niveles subnacionales en el marco del respectivo sistema nacional; paradigma: medio ambiente) gracias a la suscripción de «contratos tripartitos por objetivos» (Comisión, Estados miembros y Regiones-entidades locales) dotados de mecanismos de seguimiento.

			El Libro Blanco del Comité de las Regiones sobre la gobernanza multinivel profundiza en estas ideas y proclama las siguientes líneas de acción de dicho Comité:

			a) Entender la gobernanza multinivel como la acción coordinada de la Unión, los Estados miembros y los entes regionales y locales, basada en la asociación y destinada a elaborar y aplicar las políticas de la Unión Europea. La misma induce la responsabilidad compartida de los diversos niveles de poder en cuestión y se basa en todas las fuentes de legitimidad democrática y en la representatividad de los diversos agentes implicados;

			b) Recomendar que las reformas estratégicas comunitarias importantes se acompañen con un plan de acción territorial concertado entre la Comisión Europea y el Comité de las Regiones, que prevea mecanismos políticos destinados a facilitar la apropiación, la realización y la evaluación de las políticas aplicadas, y dotado de un plan de comunicación descentralizada;

			c) Instaurar herramientas apropiadas al apoyo de la democracia participativa, en particular en el marco de la Estrategia de Lisboa, de la Agenda Social, de la Estrategia de Gotemburgo, así como el desarrollo de mecanismos del tipo «Agenda 21 Local», que constituyen mecanismos participativos e integrados de formulación de planes estratégicos a largo plazo;
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